SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 090
RADICACIÓN:  660013109003 2018 00114 01
ACCIONANTE:JUAN CARLOS SANDOVAL RAMÍREZ
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
     Sentencia  – 2ª instancia – 14 de septiembre de 2018

Proceso:    
     Acción de Tutela 
Radicado                    660013109003 2018 00114 01

Accionante:                Juan Carlos Sandoval Ramírez

Accionado:
            Colpensiones
    .

Magistrado Ponente:  Jorge Arturo Castaño Duque
Temas:

   

 DERECHO DE PETICIÓN/  CORRECCIÓN HISTORIA LABORAL Y RECONOCIMIENTO PENSIÓN ESPECIAL/ CONTINUACIÓN VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES/ NO HUBO RESPUESTA DE FONDO/ PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL/ CONFIRMA
En este asunto se aprecia que el señor SANDOVAL RAMÍREZ concurrió ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales que estima quebrantados por COLPENSIONES, en atención a que esa entidad no ha efectuado la corrección de su historia laboral, concretamente en lo relacionado con los periodos de marzo de 1996 a julio de 2007, la cual solicitó en febrero 27 de 2018. De igual forma, por cuanto la entidad tutelada no ha realizado el estudio de la petición de pensión especial de vejez por hijo discapacitado presentada en abril 24 de 2018, puesto que lo requirió para que allegara documentación que ya reposa en las dependencias de ese fondo pensional, al haber sido aportadas desde abril 20 de 2016, anexa a una solicitud en igual sentido.

(…)

En el escrito de impugnación el Gerente Judicial de COLPENSIONES itera que esa entidad dio respuesta a la solicitud; sin embargo, el Tribunal comparte lo concluido por la falladora de primer grado, en cuanto a que la comunicación emitida por esa entidad no define de fondo lo requerido por el señor SANDOVAL RAMÍREZ, al punto que ni siquiera menciona cuáles fueron los periodos respecto de los cuales se hizo el ajuste en la historia laboral; no obstante que dicha corrección es una obligación que le asiste como administradora pensional, 
En igual sentido, se advierte que la falta de definición de ese aspecto, aunado a que se le han pedido al accionante documentos que ya reposan en esa administradora pensional, son obstáculos que le han impedido acceder a un nuevo estudio de la pensión especial de vejez a la que considera tener derecho, acorde con la totalidad de periodos que ha cotizado.

(…)
En esas condiciones, es evidente que la accionada continúa con la vulneración de los derechos fundamentales del accionante, al no haber dado trámite a las peticiones elevadas por él; por tanto, la Sala confirmará el fallo proferido por la juez a quo, al encontrarlo ajustado a derecho.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 807
                                                 Hora: 3:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Gerente de Defensa Judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida por  JUAN CARLOS SANDOVAL RAMÍREZ por intermedio de apoderado judicial.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se puede sintetizar así: (i) el señor JUAN CARLOS SANDOVAL RAMÍREZ es padre de MILTON  JAN CARLOS SANDOVAL RAMILLO, quien cuenta con una pérdida de capacidad laboral de 62.5% con fecha de estructuración en noviembre 13 de 2014; (ii) en abril 20 de 2016 presentó ante COLPENSIONES solicitud de reconocimiento de pensión especial de vejez por hijo discapacitado, para lo cual anexó la respectiva documentación; (iii) dicha prestación le fue negada mediante Resolución SUB 34891 de abril 18 de 2017 debido a que según afirma la entidad no acredita las cotizaciones requeridas; (iv) el argumento de la accionada para acceder a la petición pensional no resulta ser cierto, puesto que cumple a cabalidad con el requisito contemplado en la Ley 797/03, ya que tiene en total 1825 semanas; (v) lo que ocurre es que los periodos laborados entre marzo de 1996 y julio de 2007 que le figuran en 0 según asegura COLPENSIONES, fueron pagados al régimen de ahorro individual por intermedio de PORVERNIR, fondo que ya le certificó que esos valores fueron devueltos a COLPENSIONES; (vi) en febrero 27 de 2018 pidió a COLPENSIONES que modifique dicha información de la historia laboral, en virtud de lo cual en oficio de marzo 21 la entidad le informó que ya la actualizó, pero al imprimir el historial que figura en la página web no aparece corregida; y (vii) en abril 24 de 2018 solicitó nuevamente el reconocimiento de la pensión especial de vejez, y la accionada le pidió que aportara otra vez los documentos que ya fueron entregados desde abril 20 de 2016, por lo que esa exigencia se advierte innecesaria porque solo retarda aún más el trámite de la prestación.
Con fundamento en lo anterior, se pide el amparo de los derechos de petición, debido proceso, igualdad, seguridad social; y en consecuencia, se ordene a COLPENSIONES realizar las gestiones y procedimientos para que la historia laboral y lo concerniente a los tiempos laborados de marzo de 1996 a julio de 2007 sean corregidos, y una vez efectuado esto, se realice un nuevo estudio de la solicitud pensional elevada en febrero 24 de 2018, en el que se tenga en cuenta las referidas semanas de cotización, sin exigir nueva documentación al accionante.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela se corrió traslado de la misma a COLPENSIONES, cuyo Director de Acciones Constitucionales informó lo siguiente:

La petición elevada por el accionante en abril 20 de 2016 referente al reconocimiento de pensión especial de vejez por hijo inválido, fue resuelta mediante acto administrativo GNR 21948 de julio 27 de 2016, en el que se negó dicha prestación. Determinación confirmada mediante las Resoluciones GNR 380665 de diciembre 14 de 2016 VPB 3128 de enero 25 de 2017, en las que se decidieron los recursos de reposición y apelación presentados por el solicitante.
En marzo 27 de 2017 el accionante solicitó de nuevo el estudio de la solicitud pensional, respecto del cual se pronunció la entidad mediante resolución SUB 34891 de abril 27 de 2017, donde nuevamente se decide negar la prestación, por lo cual se interpuso recurso de apelación, mismo que decidido en acto administrativo DIR 6894 de marzo 30 de 2017.

En febrero 27 de 2018 el accionante solicitó la corrección de historia laboral, y mediante oficio de marzo 21 de 2018 se le informó que fueron corregidas las inconsistencias encontradas, y que considerar que las mismas persistían debía reportarlo a través de uno de los puntos de atención PAC de la entidad, mediante el diligenciamiento del formulario de solicitud de corrección de historia laboral.

En abril 24 de 2018, el accionante solicitó nuevamente reconocimiento de la pensión especial de vejez por hijo inválido, y se le informó que para continuar con el trámite de la prestación pensional requerida era necesario allegar la documentación pertinente.

La entidad ha dado respuesta de fondo a cada una de las peticiones elevadas por el accionante respecto de la corrección, así como del reconocimiento de la pensión de vejez pedida, sin que exista a la fecha radicación de reclamación e inconformidad alguna pendiente. 

No se puede imputar entonces ninguna actuación vulneradora de derechos fundamentales a ese fondo pensional, y además indica que la acción es improcedente para controversias de tipo laboral, por lo que el actor debe acudir a la vía ordinaria.

3.2- Dentro del término constitucional y legal (agosto 3 de 2018) el despacho de primer nivel emitió sentencia en la que amparó los derechos al debido proceso y a la seguridad social, y le ordenó a COLPENSIONES, por intermedio de su Gerente de Administración de la Información, proceder a resolver de fondo la solicitud de corrección de historia laboral del accionante dentro del término de 48 horas. De igual forma, dispuso que una vez efectuada dicha corrección, dentro del mismo lapso procediera a efectuar un nuevo estudio de la prestación económica reclamada por el actor, para el cual debería tener en cuenta la documentación aportada en la solicitud inicial.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, el Gerente de Defensa Judicial de COLPENSIONES reiteró que la petición del accionante fue resuelta mediante oficio de marzo 21 de 2018, razón por la que considera que con ello la acción constitucional pierde toda razón como mecanismo para la protección judicial y en consecuencia pide se declare la carencia actual del objeto por hecho superado y el archivo del trámite.

De igual forma, señala que la reclamación sobre los periodos reclamados debe prestarse directamente ante la AFP PROVENIR, quienes son los competentes para resolverla.
Finalmente indica que en atención al carácter subsidiario de la acción de tutela, la misma resulta improcedente cuando existan otros medios y por ello el juez constitucional no está facultado para hacer un análisis de fondo sobre la pensión solicitada, petición que debe ser ventilada ante el juez ordinario mediante los mecanismos legales existentes.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto amparó los derechos fundamentales al debido proceso y a la seguridad social del señor JUAN CARLOS SANDOVAL RAMÍREZ. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la impugnante. 
5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este asunto se aprecia que el señor SANDOVAL RAMÍREZ concurrió ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales que estima quebrantados por COLPENSIONES, en atención a que esa entidad no ha efectuado la corrección de su historia laboral, concretamente en lo relacionado con los periodos de marzo de 1996 a julio de 2007, la cual solicitó en febrero 27 de 2018. De igual forma, por cuanto la entidad tutelada no ha realizado el estudio de la petición de pensión especial de vejez por hijo discapacitado presentada en abril 24 de 2018, puesto que lo requirió para que allegara documentación que ya reposa en las dependencias de ese fondo pensional, al haber sido aportadas desde abril 20 de 2016, anexa a una solicitud en igual sentido.
Si bien por parte del Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES se afirmó en la respuesta de la acción que ya se había dado respuesta de fondo a la solicitud de corrección de historia laboral mediante oficio de marzo 21 de 2018, la funcionaria de primera instancia decidió amparar los derechos a la seguridad social y al debido proceso del tutelante, al considerar que dicha entidad no se ha pronunciado de fondo sobre lo requerido, y, adicionalmente, por cuanto una vez se realice la modificación correspondiente, la misma debe tenerse en consideración para efectos de definir la nueva petición pensional hecha por el actor.
En el escrito de impugnación el Gerente Judicial de COLPENSIONES itera que esa entidad dio respuesta a la solicitud; sin embargo, el Tribunal comparte lo concluido por la falladora de primer grado, en cuanto a que la comunicación emitida por esa entidad no define de fondo lo requerido por el señor SANDOVAL RAMÍREZ, al punto que ni siquiera menciona cuáles fueron los periodos respecto de los cuales se hizo el ajuste en la historia laboral; no obstante que dicha corrección es una obligación que le asiste como administradora pensional, tal como lo ha sostenido el máximo órgano en materia constitucional: 

“[…] La primera obligación que surge para las administradoras de pensiones respecto del manejo de las historias laborales es la que las vincula con la custodia, conservación y guarda de la información que determina si sus afiliados cumplen los requisitos de acceso a la pensión y de los documentos físicos o magnéticos en los que esa información reposa. Así lo ha sostenido esta corporación al estudiar las tutelas formuladas por ciudadanos que han visto comprometida su posibilidad de acceder a la pensión de vejez debido a la presencia de inconsistencias en su historia laboral, atribuibles a problemas operativos en la administración de esos documentos […]
La materialización de los principios de veracidad y transparencia intrínsecos al tratamiento de datos personales como los consignados en las historias laborales involucra, también, la obligación de brindar respuestas completas y oportunas a las solicitudes que formulen los afiliados para obtener información acerca de su historia laboral, actualizarla o corregirla. A tal obligación se referirá la Sala en los párrafos que siguen.

[…]
En su condición de responsables del tratamiento de datos personales, Colpensiones y las administradoras de los fondos de privados de pensiones deben asegurar el manejo transparente de la información consignada en las historias laborales y la veracidad y completitud de la misma. Esto supone, entre otras cosas, que los afiliados tengan la posibilidad de acceder fácilmente a tal información, para contrastarla y solicitar su corrección o actualización, si lo consideran necesario”

En igual sentido, se advierte que la falta de definición de ese aspecto, aunado a que se le han pedido al accionante documentos que ya reposan en esa administradora pensional, son obstáculos que le han impedido acceder a un nuevo estudio de la pensión especial de vejez a la que considera tener derecho, acorde con la totalidad de periodos que ha cotizado.
No resulta ser de recibo el argumento presentado por el impugnante en cuanto a que las reclamaciones sobre dichos periodos deben hacerlas el accionante ante PORVENIR, puesto que ese tipo de trámites interadministrativos corresponde a los fondos pensionales y no pueden ser trasladados a los afiliados
. 

En esas condiciones, es evidente que la accionada continúa con la vulneración de los derechos fundamentales del accionante, al no haber dado trámite a las peticiones elevadas por él; por tanto, la Sala confirmará el fallo proferido por la juez a quo, al encontrarlo ajustado a derecho.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-079/16.


� Al respecto la Corte Constitucional en la Sentencia T-079/16 también precisó “[…]Existe, en efecto, una regla jurisprudencial consolidada respecto de la imposibilidad de trasladarles a los trabajadores las consecuencias negativas de la mora del empleador y de la falta de gestión de las administradoras en el cobro de los aportes. Tal regla ha sido estructurada considerando que el sistema de pensiones opera sobre la base de una relación tripartita, a cuyas partes –trabajador, empleador y administradoras de pensiones- les fueron atribuidas responsabilidades concretas […] 
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